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AUDIENCIA PÚBLICA ESCRITURAL EN EL PROCESO ORDINARIO 

LABORAL DE ARMANDO GAMBA PUENTES contra BOGOTÁ D.C. – 

FONDO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS, CESANTÍAS Y 

PENSIONES – FONCEP (Decreto No. 806 de 4 de junio de 2020) 

 

 
 

MAGISTRADO SUSTANCIADOR: DR. EDUARDO CARVAJALINO 

CONTRERAS 

 

 

En Bogotá D.C, a los tres (3) días del mes de junio del año dos mil 

veintidós (2022), el Magistrado sustanciador la declaró abierta en 

asocio de los H. Magistrados con quienes integra la Sala de Decisión, 

en atención a los parámetros dispuestos por el Gobierno Nacional en el 

Decreto No. 806 de 4 de junio de 20201, así como las directrices del H. 

Consejo Superior de la Judicatura en los Acuerdos PCSJA20-11546 de 

25 de abril, PCSJA20-11549 de 7 de mayo, PCSJA20-11556 de 22 de 

mayo y PCSJA20-11567 de 5 de junio de 2020; se corrió traslado a las 

partes en segunda instancia quienes tuvieron la oportunidad procesal 

de pronunciarse. 

 

Acto seguido, el Tribunal procede a dictar la siguiente DECISIÓN 

ESCRITURAL, 

 

                                            
1 «Artículo 15. Apelación en materia laboral. El recurso de apelación contra las sentencias y autos dictados 

en materia laboral se tramitar así: 
 

1. Ejecutoriado el auto que admite la apelación o la consulta, si no se decretan pruebas, se dará 
traslado a las partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) días cada una, iniciando con 
la apelante. Surtidos los traslados correspondientes, se proferirá sentencia escrita.  
 
Si se decretan pruebas, se fijará la fecha de la audiencia para practicar las pruebas a que se refiere 
el artículo 83 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. En ella se oirán las 
alegaciones de las partes y se resolverá la apelación.  
 

2. Cuando se trate de apelación de un auto se dará traslado a las partes para alegar por escrito por 
el término de cinco (5) días y se resolverá el recurso por escrito» 



  025 2019 00425 01 
 

   
 

2 

P R O V I D E N C I A 

 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, 

contra el auto del 3 de febrero de 2022 proferido en audiencia pública 

especial por el Juzgado Veinticinco (25) Laboral del Circuito de esta 

ciudad, por medio del cual resolvió declarar no probada la excepción 

previa de cosa juzgada formulada.   

 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

1. El señor ARMANDO GAMBA PUENTES, actuando a través de 

apoderado judicial, promovió demanda ordinaria laboral contra el 

FONDO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS, CESANTÍAS Y 

PENSIONES – FONCEP, con el fin de que se condene a re liquidar la 

pensión sanción en forma indexada; a indexar la mesada pensional 

entre el 31 de mayo de 1994 y el 30 de noviembre de 2018, fecha en 

que cumplió los requisitos para acceder a la prestación económica; 

a pagar las mesadas causadas y no pagadas entre la pensión que 

está percibiendo y la que resulte una vez se efectúen las operaciones 

aritméticas; se condene a las costas y agencias en derecho y a lo que 

resulte probado conforme a las facultades ultra y extra petita. 

 

2. Que la demandada a través de apoderado judicial, propuso como 

excepción previa la de cosa juzgada (archivo 07 del expediente 

digital). 

 

3. En auto proferido en audiencia pública celebrada el 3 de febrero de 

2022 (archivo 13 del expediente digital), el Juez de conocimiento 

declaró no probada la excepción de cosa juzgada, manifestando en 
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síntesis que, de acuerdo al caudal probatorio allegado, se podía 

concluir que al actor le había sido reconocida una pensión sanción 

a partir del 30 de noviembre de 2018, en un salario mínimo mensual 

legal vigente, suma de dinero que debía ser actualizada conforme al 

IPC, sin embargo, lo solicitado en el presente trámite procesal es la 

indexación de la primera mesada pensional desde la fecha del retiro 

hasta la fecha en que cumplió la edad para el reconocimiento de la 

pensión, siendo pretensiones disímiles, la una de la otra, no 

avizorándose una cosa juzgada. 

 

4. Conforme a los argumentos esgrimidos por el Despacho, la parte 

demandada interpuso recurso de apelación, argumentando para tal 

efecto que, la pensión reconocida por sentencia judicial emitida por 

el Juzgado 32 Laboral del Circuito de Bogotá, fue sobre un salario 

mínimo legal mensual vigente, la cual se debería actualizarse 

conforme al IPC, estableciéndose de esta manera como se indexaría 

la prestación económica y por ello, existe no solo identidad de partes, 

sino, identidad de causa petendi y de objeto, al discutirse el monto 

inicial de la pensión. 

 

5. Dadas las circunstancias planteadas por el apoderado de la parte 

demandada, el juzgado de conocimiento concedió el recurso de 

alzada y ordenó la remisión de las diligencias a esta Colegiatura. 

 

ALEGATOS DE SEGUNDA INSTANCIA:  

 

Surtido el traslado en los términos previstos por el artículo 15 del 

Decreto 806 de 2020, tanto la parte actora como demandada 

presentaron alegaciones de instancia. 

 

Razón por la cual, procede la Sala a decidir previas las siguientes, 
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C O N S I D E R A C I O N E S 

 

 

EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA  

 

El proceso ordinario laboral puesto a consideración de esta jurisdicción 

inició por demanda interpuesta por ARMANDO GAMBA PUENTES contra 

el FONDO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS, CESANTÍAS Y 

PENSIONES - FONCEP, libelo demandatorio, mediante el cual pretende 

el reconocimiento y pago de la reliquidación de la pensión restringida de 

jubilación o pensión sanción de que trata el artículo 8º de la Ley 171 de 

1961.   

 

Así mismo, evidencia esta Sala de Decisión en el archivo 03 del 

expediente digital, la sentencia de primera instancia emitida por el 

Juzgado 32º Laboral del Circuito de esta ciudad, dentro del asunto 

adelantado por Armando Gamba Puentes contra la misma convocada a 

juicio, por medio de la cual, entre muchas, suplicó la «pensión restringida 

de jubilación».     

 

Con ocasión al anterior escenario jurídico y fáctico, el Juzgado Treinta y 

Dos (32º) Laboral del Circuito de Bogotá en el curso del expediente 2012-

00671, mediante sentencia, resolvió declarar no probadas las 

excepciones propuestas por la demandada, consecuencia de ello, 

condenó a Bogotá a reconocer una pensión sanción a partir del 30 de 

noviembre de 2018, fecha en la cual cumpliría los 60 años de edad el ex 

trabajador, y aunado a ello, fulminó condena por las mesadas adicionales 

de junio y diciembre, fijándose la cuantía de la prestación, en un salario 

mínimo legal mensual vigente, actualizándose año a año de acuerdo al 

IPC. 
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Determinación que fue confirmada por el H. Tribunal Superior de Distrito 

Judicial de Bogotá en su Sala Laboral en sentencia del 10 de septiembre 

de 2013, conforme milita en el archivo 03 del expediente digital, donde 

fue objeto de reproche el reconocimiento y pago de la mesada catorce a 

favor del demandante y las costas impuestas a favor del actor.   

 

Acorde a lo anterior, procede esta instancia a resolver el sub lite puesto 

a su consideración, estableciendo en primera medida y para claridad 

de la parte demandada la norma que instituyó la figura procesal de la 

cosa juzgada, que no es otra diferente al art. 303 del Código General 

del Proceso que señaló:  

 

«ARTÍCULO 303. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida 
en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada siempre que el 
nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa 
que el anterior y entre ambos procesos haya identidad jurídica de 
partes. 
 
Se entiende que hay identidad jurídica de partes cuando las del 
segundo proceso son sucesores por causa de muerte de las que 
figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre vivos 
celebrado con posterioridad al registro de la demanda si se trata de 
derechos sujetos a registro, y al secuestro en los demás casos. 
(…)» 

 

De conformidad, con lo señalado por el legislador, se tiene que la cosa 

juzgada procede cuando existe una sentencia ejecutoriada, proferida 

en un proceso contencioso judicial, siempre que el nuevo proceso verse 

sobre el mismo objeto “eadem res”, se funde en la misma causa que el 

anterior “eadem causa petendi” y, que entre ambos procesos haya 

identidad jurídica de partes “eadem conditio personarum”. 

 

De suerte que, el objeto de un proceso se encuentra definido tanto por 

las declaraciones que, en concreto, se solicitan de la administración de 

justicia, como por el pronunciamiento específico del órgano judicial en 

la parte resolutiva y considerativa de la respectiva sentencia. En 
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relación con la causa petendi o causa de pedir, las mismas fuentes 

señalan que ésta hace referencia a las razones que sustentan las 

peticiones del demandante ante el juez.  

 

Es así como la causa petendi contiene, por una parte, un componente 

fáctico constituido por una serie de hechos concretos y, de otro lado, 

un componente jurídico, formado por las normas jurídicas a las cuales 

se deben adecuar los hechos planteados y el proceso argumentativo 

que sustenta la anotada adecuación2. 

 

En claro lo anterior, se tiene que en el asunto que ahora ocupa la 

atención de esta Colegiatura, existe identidad jurídica de partes con el 

que fuere resuelto por el Juzgado Treinta y Dos Laboral del Circuito de 

Bogotá y confirmado por la Sala Laboral del Tribunal Superior de esta 

ciudad, límite subjetivo que coincide en ambos juicios, al instaurarse 

el proceso por el mismo demandante, contra Bogotá D.C. 

 

Respecto a la identidad de objeto y de causa petendi salta evidente que 

el petitum condenatorio deriva en la concreción del reconocimiento 

pensional al haber prestado sus servicios en calidad de trabajador 

oficial a la EDIS y ser despedido como consecuencia de la supresión o 

liquidación de la entidad distrital, situación que devino en un despido 

sin justa causa por parte del empleador, y lo hacía merecedor al 

reconocimiento de una pensión sanción. 

 

De cara a resolver el pedimento planteado, en su oportunidad, el 

Juzgado 32 Laboral del Circuito de esta ciudad, condenó a Bogotá D.C., 

a reconocer la pensión sanción a partir del 30 de noviembre de 2018, 

en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual para el año 

                                            
2 H. Corte Constitucional T-185 de 2013 
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2013, argumentando para tales efectos que, al efectuar las operaciones 

aritméticas de rigor y teniendo en cuenta el salario devengado durante 

el último año de servicios del ex trabajador, se había procedido a 

efectuar la indexación de la mesada pensional conforme el IPC de junio 

de 2013 y mayo y aunque no dice de que anualidad, se puede inferir,  

que corresponde al año 1994, fecha de desvinculación del promotor 

litigioso, por lo que, después de aplicar una tasa de reemplazo del 44% 

(de acuerdo al tiempo de servicio a la entidad, correspondiente a 11 años, 9 meses y 

13 días), la mesada pensional era inferior al salario mínimo vigente para 

el año 2013. 

 

Ahora bien, pese a realizarse la actualización de la mesada pensional, 

conforme al IPC de junio de 2013 (fecha de emisión de la sentencia) y la fecha 

de la desvinculación laboral (mayo de 1994), se itera, la prestación 

económica, arrojaba un valor inferior al salario mínimo legal mensual 

vigente para dicha data, por lo que, se ordenó el pago de la mesada 

$589.500, junto con los reajustes conforme al IPC. 

 

Es en atención a lo precedente, que estima viable la Sala de Decisión 

indicar que entre los hechos reclamados y las determinaciones 

judiciales dentro del curso de la acción ordinaria laboral 032 2012-

00671, según se relacionó, el juzgado de conocimiento hizo un estudio 

sobre la indexación de la primera mesada pensional, aplicando para 

ello el IPC de mayo de 1994 y junio de 2013, fecha en que se profirió la 

sentencia de primera instancia, por lo que en manera alguna se 

configura la mutación de la causa petendi por incorporación de un 

supuesto de facto nuevo, en tanto, en ambos litigios se persigue el 

mismo tópico del beneficio jurídico, se itera, de manera principal o 

consecuencial, máxime cuando la H. Corte Suprema de Justicia – Sala 

Laboral en sentencia SL 12686 de 7 de septiembre de 2016, enseñó que 

no es necesario que los escenarios sean idénticos o las demandas se 
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constaten «calcadas, sino que el núcleo de la causa petendi, junto con sus 

bases fundamentales, sean evidentemente análogas», en la medida que, 

agrega la Alta Corporación «se trataba de una misma relación laboral, de un 

mismo despido sin justa causa y del mismo tiempo de servicios que, en los 

términos de la demandante, le daban derecho a obtener una pensión sanción, 

al amparo de lo previsto en el artículo 8 de la Ley 171 de 1961», por lo que, el 

nuevo funcionario judicial encargado no podría entrar a zanjar la 

instancia, pues ello conduciría a replantear una cuestión ya definida.  

 

En tal contexto, considera esta instancia que la decisión final del A- quo 

resultó desacertada, en tanto, no declaró probada la excepción de cosa 

juzgada, por la manifestación previa de la Jurisdicción Ordinaria 

Laboral en atención a otro pleito judicial, donde se calculó y fijó 

indefectiblemente el valor de la mesada pensional al tenor de la Ley 171 

de 1961, sin que en dicho estadio la parte accionante elevara reparo 

alguno a fin de que, fuera variado en lo tocante a la fecha a que debía 

efectuarse la indexación de la mesada pensional.   

 

En un asunto de similares contornos fácticos y jurídicos, la H. Corte 

Suprema de Justicia en decisión SL 2263-2018 con ponencia del H. 

Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, enseñó que:   

 

«Ahora bien, no se equivocó el Tribunal, al tomar como salario base 
de liquidación el correspondiente a $326.169,11, por la razón 
elemental de haber sido éste el valor que, independientemente 
de si está integrado o no por los factores salariales que la ley 
determina para las pensiones de los trabajadores oficiales, fue el 
establecido para la pensión restringida de jubilación por el 

Tribunal Superior de Bogotá, el 22 de septiembre de 1995, por 

lo que constituye cosa juzgada. 
 

En tal sentido, considera la Sala que no es procedente, ni 
aceptable, revivir una discusión que se agotó plenamente en 

un proceso anterior que hizo tránsito a cosa juzgada, con el 

pretexto de realizar nuevamente los cálculos para efectuar la 
indicada corrección monetaria.  
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De obrar la Sala como lo reclama el impugnante, esto es, quebrar la 
sentencia del Tribunal que se atuvo a la suma que en proceso anterior 
se determinó como la correspondiente a la pensión restringida de 
jubilación, allí reconocida, atentaría contra el principio de la 
seguridad jurídica y de la cosa juzgada. (…)» (acentúa la Sala) 

 

Por ello, cumple destacar que esa Alta Corte en sentencia bajo 

radicación 31607 del 28 de abril de 2009 con ponencia del H. 

Magistrado Dr. Francisco Javier Ricaurte Gómez advirtió la 

inmutabilidad de las providencias, como garantía del principio de la 

seguridad jurídica que identifica el Estado Social de Derecho, proveído 

que señaló:   

 
“… no es que al actor se le esté desconociendo un derecho por un 
impedimento procesal, sino que éste (su derecho) ya fue definido en un 
proceso anterior, donde se le otorgaron todas las garantías, y donde se 
dio amplio debate a sus pretensiones y donde se hizo prevalecer el 
derecho sustancial sobre el procesal, lo que no  es posible es que ese 
debate se presente indefinidamente, cada vez que el actor considere que 
tiene una oportunidad de salir avante y en aplicación del principio de la 
prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. 
 
Es del caso reiterar aquí lo dicho en torno al tema, en reciente fallo del 
3 de marzo del corriente año (radicación 35829), frente a similar 
planteamiento: 

 
“Ello, por la potísima razón de que el acceso a la administración de 
justicia impone a los jueces competentes en las diversas causas el 
deber de resolverlas conforme al ordenamiento jurídico que las 
regula, con observación de las formas propias de cada juicio y, de 
ser necesario, auxiliándose de la equidad, la jurisprudencia, los 
principios generales del derecho y la doctrina, como criterios 
auxiliares de la actividad judicial que son. Pero a la vez, el ejercicio 
de tal derecho impone a los particulares, entre otras, la obligación de 
colaborar con el buen funcionamiento de la administración de 
justicia, lo que implica para quienes acuden a ella el acatamiento de 
lo allí resuelto, de modo que, por tal razón, la ley procesal protege la 
definitividad e inmutabilidad que por regla general se predican de la 
sentencia por medio de la institución de la cosa juzgada, que a la 
vez que propende por la ejecutoria material de lo resuelto por el 
juzgador del caso, conjura la posibilidad de que respecto de unos 
mismos y particulares hechos se produzcan decisiones 

contradictorias” (Resalta fuera de texto) 
 

De lo expuesto se sigue, que atendiendo los parámetros enseñados por  
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la Corporación de cierre de la Jurisdicción Ordinaria Laboral, en las 

sentencias en cita, en manera alguna resultaba viable entrar a 

dilucidar un asunto ya definido, donde el Juez efectuó el estudio de la 

indexación de la mesada pensional y zanjó tal determinación en que, 

esta figura debía aplicarse hasta junio de 2013, pues de ejecutarse 

comportaría aquel impedimento de replantear un asunto y a la vez, re 

juzgar lo ya concretado, con idéntica normatividad y fundamento, como 

lo es la Ley 171 de 19861, frente a los cuales el Juzgador del Distrito 

Judicial de Bogotá ya dirimió. 

 

Finalmente, suma advertir, que no está escudriñando un ítem disímil y 

no determinado por la justicia ordinaria en su especialidad laboral, por 

lo que, al estimar que, la indexación debía ordenarse desde noviembre 

de 2018 y no de junio de 2013, debía debatirse tal situación, en el 

interior del proceso judicial bajo las instituciones procesales 

establecidas para tal efecto, como lo es el recurso de apelación o 

casación.   

 

Motivo que conduce a revocar el auto de primera instancia, en tanto 

que el fallo impartido por el Juzgado Treinta y Dos Laboral del Circuito 

de Bogotá, dentro del proceso radicado 2012-00671 surte plenos 

efectos sobre lo rogado por el demandante, cerrando la posibilidad de 

un nuevo debate jurídico acerca del mismo asunto y por los mismos 

hechos. 

 

COSTAS.  

 

Sin costas en esta instancia, dadas las resultas del recurso de alzada. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL SUPERIOR 

DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.,  
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R E S U E L V E 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Veinticinco (25) 

Laboral del Circuito de Bogotá el 3 de febrero de 2012, dentro del 

proceso ordinario laboral seguido por ARMANDO GAMBA PUENTES 

contra FONDO DE PRESTACIONES ECONÓMICAS, CESANTÍAS Y 

PENSIONES – FONCEP, en el sentido de DECLARAR PROBADA LA 

EXCEPCIÓN PREVIA DE COSA JUZGADA, de acuerdo a los 

argumentos esgrimidos en la parte motiva del presente proveído. 

 

SEGUNDO: Sin costas en esta segunda instancia, dadas las resultas 

del recurso de alzada.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

 

 

ÉDGAR RENDÓN LONDOÑO 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 

-Se suscribe con firma escaneada ante la declaratoria de Estado de Emergencia 
Sanitaria, conforme a la Resolución 380 y 385 de 2020 del Ministerio de Salud y 

Protección Social, y Decreto 417 de 2020- 
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-TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA- 

   -SALA LABORAL- 

 

Magistrado Ponente: EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

 

Bogotá D.C., seis (06) de junio de dos mil veintiuno (2021). 

 

El apoderado de la parte demandante, dentro del término legal, interpuso 

recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido en esta instancia 

el treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintiuno (2021), dado su resultado 

adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de 

la Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en casación 

está determinado por el agravio que sufre el impugnante con la sentencia 

acusada, tratándose del demandante, corresponde al monto de las 

pretensiones que hubiesen sido negadas por la sentencia que se intenta 

impugnar, y respecto del demandado, se traduce en la cuantía de las 

condenas impuestas.1 

 

Con arreglo al artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social “sólo serán susceptibles del recurso de casación los procesos cuya 

cuantía exceda de ciento veinte (120) veces el salario mínimo legal mensual 

vigente”. 

                                                           
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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Así, el interés jurídico para recurrir, consiste en el perjuicio que sufre la parte 

con la sentencia impugnada, definiéndose para el demandante, en las 

pretensiones que no hubieran sido acogidas en segunda instancia y para la 

enjuiciada, en las condenas impuestas. 

 

Así mismo, el Alto Tribunal tiene asentado que tratándose de reintegro con 

aumentos salariales, a la tasación de la cuantía debe agregarse otra 

cantidad igual. Esto por cuanto se ha considerado que la reinstalación del 

trabajador a mediano y largo plazo tiene incidencias económicas que no 

se reflejan y que se originan propiamente en la declaración que apareja la 

garantía de la no solución de continuidad del contrato de trabajo2.  

 

En el examine, el fallo de primera instancia, entre otros, condenó al reintegro 

del trabajador, decisión revocada por esta Corporación. 

 

En consecuencia, el interés jurídico para recurrir en casación de la parte 

demandante recae sobre las pretensiones que, reconocidas, fueron 

revocadas, entre otras, el reintegro del trabajador junto con el pago de los 

salarios y prestaciones dejados de percibir, que la Sala procede a estimar, 

para efectos de este recurso, con base en el salario  mensual devengado 

en la fecha de despido ($2.382.292,00- fl.9), calculado desde el 1 de enero 

de 2019 hasta la fecha de fallo de segunda instancia, sin indexar o 

actualizar, acumulando un saldo de $ 76´233.344, cuyo duplo, supera 

ampliamente los 120 salarios mínimos establecidos en el artículo 43 de la Ley 

712 de 2001, sin que resulte necesario abordar el cálculo para las demás 

                                                           
2 Sentencia del 21 de mayo de 2003, Radicación No. 2010 y Auto del 25 de mayo de 2006 Radicación 29.095.   
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obligaciones reclamadas. En consecuencia se concede el recurso 

extraordinario de casación interpuesto por la parte demandante. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de decisión del Tribunal Superior del Distrito 

judicial de Bogotá D.C 

RESUELVE 

PRIMERO: CONCEDER el recurso extraordinario de casación interpuesto 

contra la sentencia proferida el treinta y uno (31) de agosto de dos mil 

veintiuno (2021), con arreglo a lo expresado en la parte motiva de este auto. 

SEGUNDO: En firme este proveído, continúese con el trámite 

correspondiente. 

Notifíquese y Cúmplase, 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

Magistrado 

ÉDGAR RENDÓN LONDOÑO DIANA MARCELA CAMACHO FERNÀNDEZ 

Magistrado Magistrada   

 Alberson 



SEÑALAMIENTO PROCESO 026-2015-00921-01 
 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
SALA LABORAL 

 
MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

Magistrado Sustanciador 
 

RADICACIÓN No. 23-2022-00090-01 
JUAN PABLO MUÑOZ AVILA VS ECOPETROL SA 

  
 

Bogotá D.C., diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022) 
 

AUTO 
 
En atención, a que se señaló fecha para audiencia de juzgamiento, sin que previamente se 
hubiese corrido traslado a las partes para presentar sus alegatos, de conformidad con lo 
previsto el artículo 15 del Decreto 806 de 2020, 
 
 

RESUELVE: 
 

 
PRIMERO:  ADMITIR el recurso de APELACIÓN formulado contra el auto proferido 

en primera instancia. 
 
SEGUNDO:  CORRER TRASLADO, a las partes por el término de CINCO (5) DÍAS A 

CADA UNA, contados a partir de la notificación por estado de esta decisión, 
para que presenten sus alegaciones por escrito, si a bien lo tienen, iniciando 
por el(los) apelante(s), y una vez vencido el término anterior siguiendo por los 
no apelantes. 

 
TERCERO:  Los escritos deberán ser remitidos ÚNICAMENTE al correo electrónico de la 

Secretaria de esta Sala: secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
Radicados los respectivos escritos, manténgase en Secretaría a disposición 
de las partes. 

 
CUARTO: Cumplido lo ordenado, regresen las diligencias al Despacho para fijar fecha y 

hora para emitir por escrito la decisión de segunda instancia. 
 
QUINTO:  Prevéngase a las partes, que las alegaciones se entenderán recibidas 

oportunamente al correo de la Secretaría de la Sala, en día y hora hábil, esto 
es, de lunes a viernes de 08:00 am a 05:00 pm únicamente. 

 
SEXTO: Finalmente, se advierte que de conformidad con el artículo 18 de la Ley 446 

de 1998, se dictara providencia exactamente en el mismo orden en que hayan 
pasado los expedientes al despacho.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
MARCELIANO CHÁVEZ ÁVILA 

Magistrado 

mailto:secsltribsupbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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-TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  DE BOGOTA- 

 -SALA LABORAL- 

 

Magistrado Ponente: DR LUIS ALFREDO BARON CORREDOR 

  

Bogotá D.C.  veinticinco (25) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

 

El apoderado de los demandantes, dentro del término legal, interpuso 

recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido en esta 

instancia el treinta (30) de noviembre de dos mil veintiuno (2021), 

notificado por edicto de fecha seis (6) de diciembre de la misma 

anualidad, dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

De acuerdo con el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo  y de la 

Seguridad Social, son susceptibles del recurso de casación los 

procesos cuya cuantía exceda los 120 salarios mínimos, que a la fecha 

del fallo de segunda instancia  asciende a la suma de $109.023.120.  

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en 

casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante 

con la sentencia acusada, tratándose del demandante, corresponde 

al monto de las pretensiones que hubiesen sido negadas por la 



  República de Colombia 

          
Tribunal Superior Bogotá 
          Sala Laboral                                                                                                                           EXPD. No. 20  2017  00573  02 

Ord. Gustavo Zabala Piñeros y otros Vs  
AES CHIVOR Y CIA E.S.P.  

2 
 

sentencia que se intenta impugnar, y respecto del demandado, se 

traduce en la cuantía de las condenas impuestas.1 

 

En el presente caso, el fallo de primera instancia declaró la existencia 

de los contratos de trabajo y condenó al pago de uno de los derechos 

reclamados, decisión que apelada, en la segunda instancia se revocó 

la obligación económica impuesta. 

 

En consecuencia, el interés jurídico para recurrir en casación de los 

demandantes se encuentra determinado por el monto de las 

pretensiones negadas en las instancias, de ellas, se pretendió entre 

otros y para cada uno de los demandantes, la aplicación del 

préstamo para vivienda de origen convencional, establecida o 

valorada en la suma de 156 salarios mínimos legales mensuales, para 

la primera vez (fl.133- vuelto) o de 122, para la segunda, montos que 

superan ampliamente la cuantía vigente para conceder el recurso, sin 

que resulte necesario estimar las demás obligaciones reclamadas. 

 

En consecuencia, al hallarse reunidos los requisitos establecidos en el 

artículo 43 de la Ley 712 de 2001, se concede el recurso extraordinario 

de casación interpuesto por el apoderado de los demandantes. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C.,  

 

 

 

 

                                                           
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 



  República de Colombia 

          
Tribunal Superior Bogotá 
          Sala Laboral                                                                                                                           EXPD. No. 20  2017  00573  02 

Ord. Gustavo Zabala Piñeros y otros Vs  
AES CHIVOR Y CIA E.S.P.  

3 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONCEDER el recurso extraordinario de casación 

interpuesto por los demandantes, conforme a lo expresado en la parte 

motiva de este auto. 

 

 

SEGUNDO: En firme el proveído, continúese con el tramite pertinente, 

digitalizando el proceso para surtir el recurso. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase,  

 

LUIS ALFREDO BARON CORREDOR 

Magistrado 

 

  

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÀNDEZ 

Magistrada 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

Magistrado 
 

Alberson 
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H. MAGISTRADO DR. LUIS ALFREDO BARON CORREDOR 

 

Me permito pasar a su despacho el expediente de la referencia, informado 

que el apoderado de los demandantes, dentro del término legal, 

interpuso recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido 

en esta instancia el treinta (30) de noviembre de dos mil veintiuno 

(2021), 

 

Lo anterior para lo pertinente.  

 

 

 

Bogotá D.C.  veinticinco (25) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

 

 

 

 

 
ALBERSON DIAZ BERNAL 

Oficial Mayor 
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-TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  DE BOGOTA- 

 - SALA LABORAL- 

 

Magistrada Ponente: DRA DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 

 

Bogotá D.C., primero (01) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

La apoderada de la parte demandada, dentro del término legal, interpuso 

recurso extraordinario de casación contra el fallo proferido en esta 

instancia el veintinueve (29) de octubre de dos mil veintiuno (2021), 

notificado por edicto de fecha nueve (9) de diciembre de la misma 

anualidad, dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de 

la Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en 

casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante con la 

sentencia acusada, tratándose del demandante, corresponde al monto de 

las pretensiones que hubiesen sido negadas por la sentencia que se intenta 

impugnar, y respecto del demandado, se traduce en la cuantía de las 

condenas impuestas.1, en ambos casos, teniendo en cuenta los recursos de 

apelación que hubieran sido interpuestos. 

 

De acuerdo con el artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, son susceptibles del recurso de casación los procesos 

cuya cuantía exceda los 120 salarios mínimos, que a la fecha del fallo de 

segunda instancia asciende a la suma de $109.023.120.  

 

                                                           
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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En el presente asunto, la sentencia de primera instancia condenó al pago 

de diversas obligaciones reclamadas, decisión que apelada, fue revocada 

parcialmente. 

  

Así las cosas, el interés jurídico para recurrir en casación de la parte 

demandada, se encuentra determinado por el monto de las condenas 

impuestas en las instancias, mismas que se liquidan conforme al contenido 

del siguiente cuadro. 

 

Cesantías $       4.596.783,00 

Vacaciones -indexadas $          859.444,39 

Prima de navidad $          353.056,00 

Auxilio Transporte $       75.883,34 

Prima de retiro $  2.542.000,00 

Bonificación por recreación $     127.100,00 

Indemnización Moratoria $11.311.900,89 

TOTAL  $ 19´866.164,60 

 

Así las cosas, el monto de las condenas no supera los 120 salarios mínimos 

establecidos en el artículo 43 de la Ley 712 de 2001. En consecuencia, no 

se concederá el recurso extraordinario de casación a la parte 

demandada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

D.C., Sala de Decisión Laboral, 
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RESUELVE 

 

 

PRIMERO:  NO CONCEDER el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por la apoderada de la parte demandada, con arreglo a lo expresado en 

la parte motiva de este auto. 

 

SEGUNDO : En firme el presente proveído, continúese con el trámite, 

correspondiente. 

 Notifíquese y Cúmplase,  

  

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 

Magistrada 

 

ÉDGAR RENDÓN LONDOÑO 

Magistrado 

 

 

 

 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

Magistrado 

 
Proyectó: Alberson 
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H. MAGISTRADA DRA. DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 

 

Me permito informándole que la apoderada de la parte demandada, 

dentro del término legal, interpuso recurso extraordinario de casación 

contra el fallo proferido en esta instancia el veintinueve (29) de octubre de 

dos mil veintiuno (2021), 

 

 

Lo anterior para lo pertinente.  

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

 

 

 

 

 
ALBERSON DIAZ BERNAL 

Oficial Mayor 
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RECURSO DE QUEJA - SUMARIO 

RADICADO: 11001 22 05 000 2022 00851 01 

DEMANDANTE:  MANUEL ANTONIO AGUIRRE 

DEMANDADO:  MEDIMAS EPS 

 

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

 

AUTO 

 

Bogotá, D.C., Diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

Procede la Sala de Decisión Laboral, a resolver el recurso de queja formulado 

contra el auto proferido el 12 de noviembre de 2021, por medio del cual el 

despacho de primera instancia rechazó el recurso de apelación presentado 

contra la sentencia adiada el 15 de abril de 2021. 

 

ANTECEDENTES  

 

TRÁMITE Y DECISIONES DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El señor Manuel Antonio Aguirre promovió demanda en contra de la EPS 

MEDIMAS con miras a obtener el reconocimiento económico por la suma de 

$300.000, por los gastos en los que incurrió por concepto de la atención de 

urgencias. (f. 3 a 7 archivo 02. 2022.00851.01) 

 

La Superintendencia Nacional de Salud, mediante providencia adiada 15 de 

abril de 2021 accedió a las pretensiones del actor y, en consecuencia, ordenó 

a MEDIMAS EPS el pago de la suma de $300.000 (f.º 53-67 archivo 02. 

2022.00851.01) 

 

Inconforme con esa decisión, la Dra Geraldine Andrade Rodríguez presentó 

recurso de apelación solicitando en síntesis la revocatoria del fallo proferido 

al considerar que el usuario demandante no tiene derecho al pago del 

reembolso pretendido por no acreditarse los requisitos que exige la 

resolución n.° 5261 del 05 agosto de 1994. (carpeta apelación Medimas) 
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La Superintendencia Nacional de Salud, mediante auto del 12 de noviembre 

de 2021, resolvió no acceder al recurso de apelación presentado por la Dra 

Andrade, en razón a que el poder especial adjunto, no cumplía con los 

preceptos del artículo 74 del Código General del Proceso, al no identificar la 

entidad a la que estaba dirigida, ni el asunto que se ventilaba ante esa 

delegatura, así como que, solo la facultaba para promover acciones 

constitucionales de tutela (f.° 85-86 archivo 02. 2022.00851.01)   

 

El 7 de diciembre de 2021, la Dra. Andrade Rodríguez remitió con destino 

al A-Quo, memorial ratificando el poder conferido a aquella por el Dr Freidy 

Darío Segura Rivera, representante legal de la Eps encartada. (archivo 

NURC 20219300403693792 J-2018-0239 RATIFICACIÓN PODER 

MEDIMAS) 

 

Posteriormente, el Dr Christian David Valbuena Jiménez, actuando como 

apoderado de Medimás EPS, hoy en liquidación, interpuso recurso de 

súplica contra el auto que negó el recurso de apelación. (archivo NURC 

20219300403837362 J-2018-0239 RECURSO DE SÚPLICA Y 

RATIFICACIÓN DE PODER MEDIMAS) 

 

La Superintendencia Nacional de Salud mediante providencia adiada el 31 

de marzo de 2022, resolvió negar por improcedente el recurso de súplica 

interpuesto por la parte demandada, no obstante, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 318 del Código General del Proceso, adecuó el trámite 

al recurso correcto, estudiando para ese efecto la procedencia o no del 

recurso de queja.  

 

Sobre el particular, el A-Quo concluyó que aun cuando en el trámite 

adelantado ante la Superintendencia Nacional de Salud, el interesado puede 

actuar directamente, en el caso de optar por intervenir a través de abogado, 

deberá cumplirse con las normas establecidas para ese efecto, so pena de 

configurarse alguna de las causales previstas en el artículo 133 del Código 

General del Proceso; adicionalmente, señaló que la ratificación presentada 

junto con el recurso de súplica se realizó de manera extemporánea; toda vez 

que no se presentó dentro del término concedido para impugnar la 

sentencia, por manera que al no acompañarse memorial poder que facultara 

a la Dra. Geraldine Andrade Rodríguez  para actuar en representación de 

Medimas, resultaba claro que el recurso de apelación no se había 

presentado en debida forma, y, en consecuencia, no era posible su 

concesión, por lo que resolvió no reponer la decisión y concedió el recurso 

de queja. 

 

CONSIDERACIONES 



SUMARIO RADICACIÓN 11001 22 05 000 2022 00851 01 DE MANUEL ANTONIO AGUIRRE CONTRA 
MEDINMAS EPS  

J 2018 -0239 

 

3 
 

 

Lo primero que debe advertirse es que conforme lo dispone el artículo 68 del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, el recurso de queja 

procede para que el inmediato superior estudie la procedencia del recurso 

de apelación respecto del auto que niega dicho recurso o contra la 

providencia del Tribunal que no concede el de casación.  

 

En el presente asunto, encuentra la Sala que la Superintendencia Nacional 

de Salud, mediante auto del 12 de noviembre de 2021, resolvió no conceder 

el recurso de apelación presentado por la parte demandada, contra la 

sentencia proferida el 15 de abril de 2021. 

 

Frente al tema aquí planteado, vale la pena anotar que nuestro Código 

Procesal Laboral en el artículo 65 señaló de manera expresa la procedencia 

del recurso de apelación en contra de los autos proferidos en primera 

instancia, al paso que el artículo 66 ibídem, establece que las sentencias de 

primera instancia serán apelables en el efecto suspensivo. 

 

De otro lado y para resolver la controversia, tenemos que el artículo 74 del 

Código General del Proceso señala:  

 

“ARTÍCULO 74. PODERES. Los poderes generales para toda clase de 

procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para 

uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes 

especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente 

identificados.”  

 

Descendiendo al caso objeto de estudio se observa que el poder aportado 

con el recurso de apelación por parte de la Dra Geraldine Andrade Rodríguez 

señala lo siguiente: 

 

(…)      PODER ESPECIAL 

 

FREIDY DARIO SEGURA RIVERA identificado con la cedula de ciudadanía 

número 80.066.136, domiciliado y residente en la ciudad de Bogotá D.C. 

identificado como aparece al pie de mi firma, en atención al poder general 

para defensa jurídica en asuntos constitucionales, ostentando el cargo de 

Representante Legal de Asuntos Judiciales, desde el 4 de octubre de 2019 

como obra en el Certificado de Existencia y Representación Legal de manera 

muy respetuosa que otorgo poder especial, amplio y suficiente a la Dra. 

GERALDINE ANDRADE RODRIGUEZ, ciudadana colombiana, identificada con 

cedula de ciudadanía número 1.090.459.913, abogada titulada y en ejercicio, 

portadora de la tarjeta profesional número 306.566 del C. S. J. para que en 
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nombre de la sociedad MEDIMAS EPS S.A.S, entidad con domicilio en Bogotá 

D.C, identificada con el NUMERO DE IDENTIFICACION TRIBUTARIO (NIT). 

901.097.473-5, ejercite el derecho de contradicción que le corresponde a la 

EPS, por lo que se faculta para realizar todas las gestiones necesarias para 

la defensa de la entidad que represento en ACCIONES CONSTITUCIONALES 

DF TUTELAS. De esta forma suscribir y dar respuesta a las acciones de 

tutelas interpuestas en el territorio Nacional contra MEDIMAS EPS S.A.S, o en 

las que sea vinculada la entidad ejerciendo la correspondiente defensa 

judicial en cualquiera de sus etapas, especialmente contestando la tutela, 

aportando o solicitando pruebas solicitando inaplicaciones de Sanciones, 

solicitando desvinculaciones, Nulidades, Incluso solicitando la revisión ante 

la Corte Constitucional cuando sea procedente asistir como apoderado 

especial de MEDIMAS EPS las diligencias dentro de las Acciones de Tutela e 

Incidentes de Desacato, en las que se cite al representante Legal Judicial y/o 

empresa. Por último expresamente se deja Constancia que, la Apoderada no 

es la llamada a responder por el cumplimiento de los fallos de tutela en los 

términos del Decreto 2591 de 1991(…) 

 

Conforme a lo anterior, le asiste razón al A-Quo al negar el recurso de alzada, 

como quiera al verificar el poder otorgado a la dra. Geraldine Andrade 

Rodríguez, se establece que el mismo no le fue conferido para actuar dentro 

del trámite adelantado ante la Superintendencia Nacional de Salud, y por 

ello, es posible colegir que la profesional del derecho no se encontraba 

facultada para presentar el recurso de alzada en representación de la EPS 

convocada a juicio. 

 

Lo anterior, por cuanto el poder de marras fue conferido para que la 

apoderada realizara todas las gestiones necesarias para la defensa de 

MEDIMAS, en el marco de acciones constitucionales de tutelas, pero no 

al interior del trámite jurisdiccional que conoce la Superintendencia en 

virtud de lo ordenado por el artículo 41 de la ley 1122 de 2007, modificado 

por el artículo 6 de la Ley 1949 de 2019. 

 

Nótese como el mencionado poder especial determinó e identificó cada una 

de los asuntos en los que la Dra Andrade rodríguez podía ejercer la defensa 

de la entidad, tales como (…) suscribir y dar respuesta a las acciones de 

tutelas interpuestas en el territorio Nacional contra MEDIMAS EPS S.A.S, o en 

las que sea vinculada la entidad ejerciendo la correspondiente defensa 

judicial en cualquiera de sus etapas, especialmente contestando la tutela, 

aportando o solicitando pruebas solicitando inaplicaciones de Sanciones, 

solicitando desvinculaciones, Nulidades, Incluso solicitando la revisión ante 

la Corte Constitucional”,  (…) asuntos dentro de los cuales, se insiste, no se 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1949_2019.html#6
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encuentra incluido el procedimiento sumario que ocupa la atención de la 

Sala. 

 

De otro lado, tenemos que, según la norma citada, el poder debe contener el 

asunto para el cual es conferido y en este caso del documento aportado no 

es posible entender que el mismo se hay conferido para intervenir al interior 

de esta causa. 

 

En este punto, si bien el artículo 41 de la ley 1122 de 2007, modificado por 

el artículo 6 de la Ley 1949 de 2019, establece que para esta clase de 

asuntos “No será necesario actuar por medio de apoderado”, es de anotar 

que como la convocada a juicio optó por ser representada a través de 

apoderado judicial, debía atender las normas procesales que regulaban en 

asunto, pues no debe perderse de vista que dicha normatividad también 

señala “esto sin perjuicio de las normas vigentes para la representación y el 

derecho de postulación” de manera que el documento obrante a las 

diligencias no acredita el derecho de postulación de la profesional del 

derecho para este asunto. 

 

Sobre este tema la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación 

Laboral enseñó1: 

 

“Esta Corporación reiteradamente ha sostenido que la legitimación adjetiva 

es uno de los presupuestos para la validez de los recursos judiciales, según 

el cual las personas que hayan de comparecer al proceso deberán hacerlo por 

medio de un profesional del derecho, debidamente inscrito, mediante la 

respectiva autorización a través de un poder especial o general que lo faculte 

para actuar (CSJ AL1778-2019, CSJ AL6074-2017, entre otros” 

 

Finalmente, cabe precisar que aun cuando el 1 y 30 de diciembre de 2021, 

se aportó a las diligencias la ratificación del poder conferido por el Dr. Freidy 

Darío Segura Rivera en su calidad de Representante Legal para Asuntos 

Judiciales de MEDIMÁS EPS S.A.S, a la Doctora Geraldine Andrade 

Rodríguez, no menos cierto es, que el mismo no fue incorporado dentro de 

la oportunidad procesal para ello, que no era otra que el término concedido 

por el A-Quo para presentar la impugnación correspondiente, por lo que 

resulta extemporáneo dicho documento. 

 

                                       
1  AL 4498-2019- Radicación n.° 86180 del 16 de octubre de dos mil diecinueve (2019). 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1949_2019.html#6
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En ese orden de ideas, la Sala confirmará la decisión proferida por el A-

Quo. 

 

COSTAS: Sin costas en esta instancia. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR 

DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR BIEN DENEGADO el recurso de apelación, por las 

razones expuestas.  

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

 

 

ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN  

Magistrada  

 

 

CARMEN CECILIA CORTÉS SÁNCHEZ  

Magistrada 

 

 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado 
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PROCESO ORDINARIO LABORAL 

 

DEMANDANTE: FAMISANAR EPS     

DEMANDADO: NACIÓN MINISTERIO DE SALUD Y DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL HOY ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES- FIDUCOLDEX- 

FIDUPREVISORA, COMO INTEGRANTES DEL CONSORCIO SAYP 2011- 

ASESORÍA EN SISTEMATIZACION DE DATOS S.A. – SERVIS S.A.-ASSENDA 

S.A.S. QUIENES CONFORMAN LA UNION TEMPORAL NUEVO FOSYGA   

RADICACIÓN: 11001 22 05 000 2022 00713 01 

 

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN 

 

Bogotá, D.C., Diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

AUTO 

 

Sería del caso que la Sala Quinta de Decisión Laboral del Tribunal Superior 

de Bogotá, decidiera el recurso de apelación presentado por los apoderados 

de las partes contra la sentencia proferida el 17 de septiembre de 2021 por 

la Superintendencia Nacional de Salud de no ser porque al revisarse 

minuciosamente el proceso, dada la complejidad del asunto y el 

pronunciamiento de la Corte Constitucional, se advierte una falta de 

jurisdicción para conocer de sobre este tipo de controversias. 

 

ANTECEDENTES 

 

La parte demandante pretende se condene a las demandadas al pago de 

1472 cuentas de cobro por concepto de servicios no POS, junto con los 

intereses moratorios previstos en el artículo 4 del Decreto 1281 de 2002, los 

gastos administrativos, los intereses corrientes, la indexación, cualquier 

otro perjuicio demostrado en el transcurso del proceso y los gastos del 

proceso; subsidiariamente; solicita se condene a las encartadas a título de 

enriquecimiento sin justa causa al pago de las cuentas de cobro por un valor 
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de $2.369.004.840.oo, suma que deberá ser indexada al momento de pago, 

y las costas del proceso (cuaderno 1 f.° 3-60) 

 

DECISIÓN DEL A-QUO 

 

La Superintendencia Nacional de Salud, mediante sentencia del 17 de 

septiembre de 2021, accedió parcialmente a las pretensiones- 

 

CONSIDERACIONES 

 

En este asunto pertinente resulta anotar que la Corte Constitucional en 

ejercicio de la competencia para resolver los conflictos de competencia que 

ocurran entre las distintas jurisdicciones, de conformidad con el numeral 

11 del artículo 241 de la Constitución, adicionado por el artículo 14 del Acto 

Legislativo 02 de 20151, emitió, entre otros, Auto 389 de 22 de julio de 2021 

expediente CJU-072, a través del cual resolvió “conflicto de competencia 

suscitado entre el Juzgado 6º Laboral del Circuito de Bogotá y el Juzgado 61 

Administrativo del Circuito de Bogotá”, en virtud a una demanda ordinaria 

laboral presentada por la EPS SANITAS S.A. contra la Administradora de los 

Recursos del Sistema General de Seguridad Social ADRES, en la que se 

pretendía: 

 

“(i) “[…] el reconocimiento y pago de las sumas de dinero que fueron 

asumidas por la EPS Sanitas y que están relacionadas con los gastos 

en que esta incurrió por razón de la cobertura efectiva de servicios, 

procedimientos e insumos, no incorporados en el Plan Obligatorio de 

Salud –POS– […]”2, en cumplimiento de decisiones de los comités 

técnicos científicos y de fallos de tutela, que no le fueron canceladas por 

la demandada, pues en el procedimiento de recobro que adelantó le 

opuso unas glosas, en su opinión, injustificadas; y (ii) “[…] el 

reconocimiento de los perjuicios que ocasionó el desgaste 

administrativo inherente a la gestión y al manejo de dichas 

prestaciones”.  

 

En dicha providencia, la Corte Constitucional concluyó que las 

controversias relativas a los recobros efectuados por las EPS son de 

                                                           
1 “El artículo 241 de la Constitución establece: “A la Corte Constitucional se le confía la 

guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos 

de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: [...] || 11. Dirimir los conflictos 

de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones”. 

2 Expediente digital. Proceso 201900235 caso Sanitas conflicto jurisdicción. Carpeta 1. Parte 

2.pdf, folio 1.  
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competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por cuanto 

i) en ese tipo de casos se cobran servicios ya prestados de tecnologías en 

salud no incluidas en el Plan de Beneficios en Salud PBS, es decir, que no 

se trata de una controversia de salud en estricto sentido, sino económico o 

de financiamiento, ii) el recobro de facturas constituye un trámite 

administrativo, iii) en el litigio no intervienen afiliados, beneficiarios, 

usuarios, ni empleadores, iv) la ADRES contra quien se dirige la demanda 

tiene la calidad de entidad pública y aunque pertenece al Sistema General 

de Salud, no ostenta la calidad de prestadora como EPS o IPS y, v) las glosas 

formuladas por la Administradora ADRES contra los recobros presentados 

por la EPS Sanitas, se constituyen en verdaderos actos administrativos. 

 

Frente a ello, la Corporación señaló:  

 

“La Sala encuentra, en primer lugar, que el proceso judicial de recobro 

no corresponde, en estricto sentido, a una controversia relativa a la 

prestación de servicios de la seguridad social. Dicho procedimiento se 

adelanta cuando ya la entidad prestó el servicio (el tratamiento o el 

suministro del insumo excluido del PBS), en virtud de la orden proferida 

por un comité técnico científico –en su momento– o por un juez de tutela; 

es decir, no tiene por objeto decidir sobre la prestación del servicio sino 

sobre su financiación. En este sentido, el recobro busca resolver un 

desequilibrio económico entre el Estado y una EPS, de manera que esta 

última lo que pretende es recuperar los recursos que debió destinar 

para cubrir asistencias a las que no se considera obligada por estimar 

que no hacen parte de la cobertura del Plan de Beneficios en Salud. En 

ese orden, el recobro no pretende garantizar en forma directa que el 

servicio o la tecnología en salud efectivamente sean prestados. 

(…) 

En segundo lugar, las controversias relacionadas con el pago de 

recobros judiciales al Estado por prestaciones no incluidas en el PBS y 

por las devoluciones o glosas a las facturas entre entidades del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud vinculan, en principio, a las 

Entidades Promotoras de Salud (EPS) y a la Administradora de los 

Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, ADRES. 

En este tipo de controversias, en consecuencia, no intervienen afiliados, 

beneficiarios, usuarios ni empleadores.” 

 

Y más adelante, concluyó: 

 

“Así las cosas, comoquiera que los procedimientos de recobro son la 

expresión de actuaciones administrativas regladas en cabeza de una 

entidad pública, es razonable que su control deba estar a cargo de la 
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jurisdicción contencioso administrativa, especialmente si se tiene en 

cuenta que el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 dispone 

expresamente que dicha jurisdicción “está instituida para conocer […] 

de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 

omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que 

estén involucradas las entidades públicas” (negrillas fuera de texto). 

 

Planteamiento que se refuerza en el hecho de que, por medio de la 

demanda, también se busca el pago de perjuicios y las reparaciones de 

daños causados por el hecho y la omisión de una entidad pública, en 

las modalidades de daño emergente y lucro cesante…” 

 

En ese orden de ideas, y debido a que el presente asunto gira en torno a una 

controversia relativa a procedimientos de recobro junto con el pago de 

perjuicios y reparaciones de daños causados por el hecho y la omisión de 

una entidad pública como lo es la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS 

DEL SISTEMA GENERAL DE UNIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, tal 

aspecto, conforme lo expuesto por la Corte Constitucional no corresponde a 

la prestación de los servicios de la seguridad social o a asuntos que deba 

conocer la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral, y, conforme a 

los parámetros establecidos por la Corte, la competencia para conocer de 

este proceso es de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

 

Tal conclusión, también resulta aplicable a los procesos sumarios 

adelantados ante la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, entidad 

que reemplaza al Juez Laboral en los procesos de su conocimiento, en punto 

de la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 

UNIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, si se tiene en cuenta, además de lo 

ya expuesto, que de conformidad con el artículo 13 de la Ley 270 de 1993, 

modificado por el artículo 6 de la Ley 1285 de 2009, las autoridades 

administrativas que ejercen funciones jurisdiccionales lo hacen respecto de 

conflictos que se susciten entre particulares, premisa que no es la que 

acontece en el caso bajo análisis, como quiera que, el extremo pasivo – 

ADRES- es una entidad de naturaleza especial del nivel descentralizado del 

orden nacional asimilada a una empresa industrial y comercial del Estado, 

adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, con personería jurídica, 

autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente, esto es, 

una entidad de categoría pública.3  

 

                                                           
3 Ley 1753 de 2015 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1285_2009.html#6
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En esa dirección y según lo establecido en los artículos 16  y 138 del  Código 

General del Proceso aplicable en materia laboral en virtud del artículo 145 

C.P.T.S.S., corresponde declarar la nulidad de la sentencia proferida el 17 

de septiembre de 2021 por la Superintendencia Nacional de Salud, 

conservando plena validez lo actuado, esto es, las contestaciones y pruebas 

decretadas y disponiendo además, que el A-quo remita el expediente a la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, para lo de su cargo. 

 

COSTAS no se impondrán en esta instancia porque se declara la nulidad de 

la sentencia por falta de jurisdicción. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR 

DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C., 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de la sentencia proferida el 17 de 

septiembre de 2021 por la Superintendencia Nacional de Salud conservando 

plena validez las contestaciones y pruebas decretadas, conforme lo 

expuesto.  

 

SEGUNDO: ORDENAR a la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, 

remitir el expediente a los Juzgados Administrativos de Bogotá -reparto-, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

 
 

ÁNGELA LUCÍA MURILLO VARÓN  

Magistrada  
 
 

 
 

CARMEN CECILIA CORTÉS SÁNCHEZ  
Magistrada 

 

 
 
 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 
Magistrado 

 

 



  

 

 

 

 

 

 

 

LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE 

Magistrada Ponente 

 

 

REFERENCIA:  PROCESO ORDINARIO LABORAL  
RADICACIÓN.  11001 31 05 008 2020 00209 01 
DEMANDANTE:  IRMA ROCÍO GÁLVEZ MELO 
DEMANDADO:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES y ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS - PROTECCIÓN SA 

 

 

Bogotá D.C., diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

AUTO 

 

En el caso de autos el H. Magistrado Marceliano Chávez Ávila, manifestó 

encontrarse impedido para conocer del asunto de la referencia, por configurarse 

la causal consagrada en el numeral 3º del artículo 141 del Código General del 

Proceso, ya que adujo que la abogada Ana Lucía Niño Guerrero, apoderada de la 

parte demandante, es su cónyuge. 

 

Así las cosas, se declara fundado el impedimento formulado, y por tanto, 

se acepta el mismo. 

 

Por lo anterior, REMÍTASE el expediente por secretaría a la oficina de 

reparto para que se efectúe el trámite de compensación pertinente. 

 

CÚMPLASE, 

 
 
 

LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE 

Magistrada 















































































































República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
  EXP. No. 015 2021 00099 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE PATRICIA PINTO 

DE FRANCO CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Alida del Pilar Mateus Cifuentes, identificada con la C.C. N° 

37.627.008, T,P. N° 221.228 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

Igualmente, entiéndase por reasumido el poder conferido al Doctor Alejandro Miguel 

Castellanos López, en condición de apoderado principal de PORVENIR S.A. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
 EXP. No. 010 2019 00077 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE LUZ MARY 

PINZÓN SARMIENTO CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Alida del Pilar Mateus Cifuentes, identificada con la C.C. N° 

37.627.008, T,P. N° 221.228 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

  

 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 022 2019 00199 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE GINNA 

ESMERALDA GAONA PINZÓN CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora María Claudia Tobito Moreno, identificada con la C.C. N° 

1.020´786.735 y T.P. N° 300.432 del C. S. de la J., como apoderada sustituta de 

COLPENSIONES, en los términos y para los efectos del mandato conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 

 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 011 2018 00681 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE NUBIA 

YOLANDA MORA FERNÁNDEZ CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora María Alejandra Almanza Núñez, identificada con la C.C. N° 

1.018´456.532 y T.P. N° 273.998 del C. S. de la J., como apoderada sustituta de 

COLPENSIONES, en los términos y para los efectos del mandato conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 

 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
   EXP. No. 029 2021 00093 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE LILIA 

CARMENZA GUZMÁN SOLER CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Alida del Pilar Mateus Cifuentes, identificada con la C.C. N° 

37.627.008 y, T.P. N° 221.228 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 020 2020 00278 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE CONSUELO DE 

JESÚS RESTREPO DE CARDONA CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer al Doctor Gustavo Enrique Martínez González, identificado con la C.C. N° 

1.014´196.194 y, T.P. N° 276.516 del C.S. de la J., como apoderado sustituto de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 023 2020 00467 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE ANA DOLY 

AREVALO RINCÓN CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES Y OTROS. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer al Doctor Cristhian Fernando Ferrer Acuña, identificado con la C.C. N° 

1.015´422.928 y, T.P. N° 248.349 del C.S. de la J., como apoderado sustituto de G4S 

Secure Solutions Colombia S.A., en los términos y para los efectos del poder conferido. 

 

ACEPTAR la renuncia de poder presentada por las Doctoras María Claudia Tobito 

Moreno, identificada con la C.C. N° 1.020´786.735 y T.P. N° 300.432 del C. S. de la J 

y, Dannia Vanessa Navarro Rosas, identificada con la C.C. N° 52´454.425 y T.P. N° 

121.126 del C. S. de la J., en sus calidades de apoderadas sustituta y principal de 

COLPENSIONES, respectivamente, pues, aportaron la comunicación que recibió la 

Administradora del RPM informándole la renuncia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 028 2019 00885 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE NUBIA MARINA 

ESTUPIÑAN HURTADO CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Alida del Pilar Mateus Cifuentes, identificada con la C.C. N° 

37.627.008 y, T.P. N° 221.228 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
  EXP. No. 007 2019 00510 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE ALBA 

CONSUELO NIETO LEMUS CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Cindy Brillith Bautista Cárdenas, identificada con la C.C. N° 

1.022´361.225 y, T.P. N° 237.264 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

Igualmente, entiéndase por reasumido el poder conferido al Doctor Alejandro Miguel 

Castellanos López, en condición de apoderado principal de PORVENIR S.A. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 015 2019 00412 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE MARÍA IGNACIA 

CASTAÑEDA GARAY CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Alida del Pilar Mateus Cifuentes, identificada con la C.C. N° 

37.627.008 y, T.P. N° 221.228 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 023 2021 00221 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE JOSÉ EILER 

RUIZ VARGAS CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

Reconocer a la Doctora Karen Julieth Nieto Torres, identificada con la C.C. N° 

1.023´932.298 y, T.P. N° 280.121 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 

Asimismo, reconocer al Doctor Daniel Felipe Ramírez Sánchez, identificado con la 

C.C. N° 1.070´018.966 y, T.P. N° 373.906 del C.S. de la J., como apoderado sustituto 

de PORVENIR S.A., en los términos y para los efectos del poder conferido. 

 

ACEPTAR la renuncia de poder presentada por la Doctora Dannia Vanessa Navarro 

Rosas, identificada con la C.C. N° 52´454.425 y T.P. N° 121.126 del C. S. de la J., en 

su calidad de apoderada principal de COLPENSIONES, quien aportó la comunicación 

que recibió la Administradora del RPM informándole la renuncia, asimismo, se 

entiende por revocado el poder de la mandataria sustituta Doctora Karen Julieth Nieto 

Torres. 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 032 2020 00050 01 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA DE JOSÉ EILER 

RUIZ VARGAS CONTRA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES Y OTRO. 

 

 

Bogotá D.C., diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

ACEPTAR la renuncia de poder presentada por las Doctora María Claudia Tobito 

Moreno, identificada con la C.C. N° 1.020´786.735 y T.P. N° 300.432 del C. S. de la J 

y, Dannia Vanessa Navarro Rosas, identificada con la C.C. N° 52´454.425 y T.P. N° 

121.126 del C. S. de la J., en sus calidades de apoderadas sustituta y principal de 

COLPENSIONES, respectivamente, pues, aportaron la comunicación que recibió la 

Administradora del RPM informándole la renuncia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 



República de Colombia 

         
  Tribunal Superior Bogotá 
           Sala Laboral                                                                                                                                                                 

 
EXP. No. 017 2019 00260 02 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: Doctora LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 

PROCESO ESPECIAL DE FUERO SINDICAL DE VIDRIERA FENICIA S.A.S. 

CONTRA TOMÁS VELANDIA BLANCO. 

 

 

Bogotá D.C., diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

ACEPTAR la renuncia de poder presentada por la Doctora Karen Alejandra parra 

González, identificada con la C.C. N° 1.033´767.941 y T.P. N° 328.594 del C. S. de la 

J., en sus calidad de apoderada del Sindicato de Trabajadores de la Industria del Vidrio 

y Afines de Colombia – SINTRAVIDRICOL. 

 

Asimismo, se reconoce al Doctor Fredy Alonso Peláez Gómez, identificado con la C.C. 

N° 71´717.949 y, T.P. N° 97.371 del C.S. de la J., como apoderado de 

SINTRAVIDRIVOL, en los términos y para los efectos del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LILLY YOLANDA VEGA BLANCO 

 


